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Presentación

Pocos autores han podido describir las circunstancias locales con la claridad de Octavio Paz cuando dice: “el sentido de las singularidades de mi país [me parecía] una realidad que no se entrega al que la contempla sino al que es capaz de sumergirse en ella”. Con adhesión a esta idea, en el texto se hablará de la dualidad presente: existen factores que universalizan estilos de vida y, simultáneamente, millones de personas viven de manera diferente, claro ejemplo de riqueza y posibilidades de la diversidad humana.  

Desde la filosofía, a partir de análisis éticos, se aborda el tema.  El reclamo social de frenar la corrupción, la impunidad y otros males, ha conducido a escuchar por doquier la palabra ética. No es éste el sentido con el que se emplea el vocablo en este texto.  Ética y moral son términos equívocos, por lo tanto, es necesario puntualizar sus significados.  Un juicio ético no es la manifestación de intenciones subjetivas, sino un planteamiento racional.  Moral es el conjunto de normas o costumbres que rigen la conducta de una persona, para considerársela buena, dentro de un grupo social específico. Ética es el análisis racional sobre qué se entiende por conducta buena y sobre qué se fundamentan los juicios morales.  Una reflexión ética es un debate conceptual que legitima o censura un principio o un estado social, como, por ejemplo, el pensamiento de la Ilustración previo a la revolución francesa.  En este caso, el análisis se mueve en torno a la situación del momento: la imposición de un único estilo de vida mientras los pueblos desean mantener sus culturas, en muchos casos, ancestrales. 

Se habla de “conflicto ético” porque cada persona miembro de grupos tradicionales tiene la opción de mantener su estilo de vida, de acuerdo con el derecho y la identidad cultural; pero esto entra en contradicción, en numerosas ocasiones, con la adquisición de bienes indispensables para su desarrollo como agente moral autónomo.  En el trabajo actual se asume un concepto de desarrollo donde la cultura es punto central del mismo.  Los bienes y servicios más importantes son valiosos por ampliar la libertad, incluyendo elegir un modo de vida colectivo en el que florezca la persona.  El término florecimiento ha sido una sustitución contemporánea de la eudaimonía griega, realizada básicamente por Martha Nussbaum. 
  Interesa, además, la libertad colectiva, entendida como  libertad cultural que permite, a un grupo de personas, elegir su modo de vida.

Las presiones globales y el desinterés por el fomento de la diversidad han conducido a presentar un solo estilo de vida, por ello la Comisión Mundial de Cultura y Desarrollo ha dicho, con sencillo vocabulario, lo que todo viajero ve: los jóvenes de todo el mundo se parecen; en su vida hay vaqueros, camisetas, jogging y las mismas actitudes ante la sexualidad. Además, se observa en todos lados criminalidad vinculada a la droga, agresión a las mujeres, fraude y corrupción.

Frente a los abusos contra la dignidad de la persona, ocurridos en la primera mitad del siglo XX, los derechos civiles y políticos fueron un notable avance, pero actualmente cabe otro enfoque: es deseable que se mantengan de manera permanente las diferencias entre los pueblos, por lo tanto, el Estado tiene la responsabilidad de emprender acciones para conservar la diversidad.  

Ante el entorno ya descrito se pretende:

1. Exponer la dualidad universalidad global-particularidad cultural.

2. Encontrar cuáles son los principios liberales clásicos vigentes en el siglo XXI aplicables.

3. Señalar los límites de las concepciones ético-políticas clásicas, de carácter liberal, que no incluyen la diversidad cultural.

4. Presentar las posibilidades de una nueva concepción ético-política, liberal moderada, donde se dé vital importancia a la diversidad cultural.

5. Mostrar la necesidad de mantener sabidurías ancestrales para dejar la opción de conocerlas a las generaciones jóvenes y a las futuras, y tener así la posibilidad de usar las que les convenzan.

Las hipótesis formuladas son las siguientes:

· Si se mantiene una teoría ético-política universal –modelo– se desarrolla paralelamente una incuestionada actitud mental de mantener un sistema político-económico que excluye para mantenerse.

· La libertad colectiva es un concepto básico dentro del pensamiento filosófico-político del siglo XXI.

· Si se desarrollara teóricamente el principio de la diferencia, junto con los principios de igualdad y libertad, se tendrían sistemas más justos dentro de la realidad latinoamericana.

El trabajo consta de dos partes. En la primera se presenta la pretendida universalidad cultural; frente a esta visión aparece la opuesta, una cosmovisión donde el patrimonio cultural de los pueblos está ubicado como parte central del desarrollo; se trata de una concepción donde se señalan los límites del análisis económico.  Se ejemplifica la realidad pluricultural mexicana, a través de los estudios antropológicos del sistema de cargos.  En la segunda parte se analiza el pensamiento liberal de las últimas décadas y se plantea una alternativa opuesta: un liberalismo moderado con énfasis en la protección de las identidades culturales. Se concluye que, si bien las concepciones teóricas sobre el tema cambiaron sustancialmente en los últimos años, al comienzo del siglo XXI está en construcción una teoría que reúna la universalidad propia de una ética mínima, inserta en el pensamiento de los derechos humanos, con el fomento de la diversidad cultural de los pueblos.  

Universalidad global y diversidad cultural, el sistema cargos
El presente puede verse desde dos ópticas: desde un punto de vista hay un estilo de vida homogéneo y además, bajo otra visión, existe una multiplicidad cultural viva.

La globalización de procesos culturales no está dominada por un solo país –Estados Unidos– ni por occidente.  Si se observan canales de televisión aparecerán programas estadounidenses junto con grupos pop británicos, dibujos animados japoneses, telenovelas venezolanas o brasileñas y películas de kung fu de Hong Kong.  Esta cultura popular de masas domina, quedando fuera los intereses de las minorías descuidadas o ignoradas.

Detrás del proceso descrito anteriormente hay intereses económicos –en su mayoría no de inversión, sino financieros– que propician una homogeneidad que fomenta al consumo, pues se busca que la población compre los mismos bienes.

Las consecuencias de la actitud anterior se aprecian incluso en los llamados “desastres naturales”, los que, coincidiendo con Vandana Shiva
, no son tan “naturales” sino, en parte, creados por el hombre, cuando, por ejemplo, éste altera los mantos friáticos quitando el agua subterránea, para regar cultivos de explotación que han sustituido a plantaciones locales menos consumidoras de agua.  La autora defiende la idea de que, en el tercer mundo, son las mujeres y los pequeños campesinos que trabajan en pequeñas parcelas, basadas en la biodiversidad, los principales proveedores de alimento.  Pero el análisis que se hace, desde objetivos económicos, difiere de este enfoque; se mide la productividad inmediata, se pospone pensar las consecuencias a largo plazo. Shiva expresa:  
“Los campesinos mayas, en Chiapas, México, son caracterizados como no productivos porque rinden sólo dos toneladas de maíz por acre.  Sin embargo, la producción de alimentos completa es de 20 toneladas por acre cuando se consideran también sus frijoles, sus calabacitas, sus verduras y sus árboles frutales”. 
 
No es el objetivo del texto validar o negar la idea anterior, pero sí tomarla en cuenta, porque la forma de medir la productividad –producción por unidad de área de un único cultivo– es una forma más de imponer un modelo cultural. Es por todos conocido cómo la globalización económica ha conducido a la concentración de la industria semillera, al uso creciente de pesticidas y al crecimiento de la deuda. La manera cómo se han alimentado los pueblos tradicionales, si bien no es óptima, dado el excesivo consumo de maíz y frijol, es menos mala que un modelo de producción con el que los campesinos no pueden comer porque no son competitivos.

La impresión de un mundo uniforme es parcialmente verdadera, predomina en las grandes ciudades y en áreas suburbanas, mientras los pequeños pueblos y las zonas rurales no participan. Los pobres, con su incapacidad de compra se mantienen con sus costumbres y valores tradicionales.

La filosofía de los derechos humanos ha tenido una actitud poco activa sobre el tema.  En la Declaración Universal no hay ninguna referencia a minorías étnicas o culturales.  Los liberales consideraron que la libertad religiosa, acompañada de la separación de la Iglesia y el Estado, permitía que los grupos mantuvieran sus lazos y siguieran cultivando sus creencias; sin embargo, estas medidas eran suficientes.  La misma actitud se tuvo con respecto a las minorías culturales. El Estado no tenía por qué protegerlas, era suficiente con que se permitiera su desarrollo impidiendo la discriminación y los prejuicios. La acción concebida consistía en evitar daños a las minorías; incluso la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de  Discriminación Racial planea programas de acción con carácter temporal, se tiene el ideal de una sociedad sin razas.  Se argumentó que la acción positiva aumentaba el problema, recordaba la pertenencia a un grupo, incrementaba las diferencias.

El multiculturalismo es un signo del presente, ya que si una cara de la realidad es la globalización con su cultura uniformizante, la otra faz está dibujada por las costumbres peculiares de cada grupo, las que reclaman su derecho a existir con autonomía. La “globalización” y “mundialización”, de acuerdo con el vocabulario de Vicenç Fisas 
 ha afectado de manera desigual a las personas. Ha agrandado el foso que separa a los ricos de los pobres; así, los movimientos de capitales buscan su provecho financiero sin importarles la inversión productiva.  En oposición a este flujo, se ha aumentado la limitación del movimiento de las personas y de los trabajadores migrantes, un acuerdo migratorio con Estados Unidos se ve lejano. Simultáneamente se está viviendo un proceso de fortalecimiento de una ciudadanía cosmopolita con intercomunicación entre quienes tienen acceso a la tecnología; se está fortaleciendo un modelo de vida occidental homogéneo.

Esta visión se encuentra en la encuesta oficial nacional –mexicana– sobre discriminación, 
 la cual enfoca el tema indígena desde la lógica de los derechos individuales y no considera los derechos colectivos.  Se deja de lado la cosmovisión de los pueblos indígenas discriminados. Se les impone la estructura política propia de las democracias representativas y no se les reconoce la autonomía que demandan ni sus modalidades vigentes de democracia directa. No se piensa que la libertad religiosa, garantizada constitucionalmente, incluye el reconocimiento pleno a sus lugares sagrados, lo que exigiría medidas de protección para los mismos.

El occidente moderno no niega la importancia de los lugares religiosos –a algunos los protege como museos, propios del pasado– pero sí niega que tengan espíritu, a diferencia, por ejemplo de la mentalidad tradicional mexicana. Tanto para el capitalismo como para el marxismo,  la Tierra tiene “recursos” sujetos a su explotación; por lo que hablar de su espíritu es fantasear. No sucede lo mismo dentro de las religiones prehispánicas.

El chamán está convencido de que en cada aspecto de la naturaleza yace un tremendo poder. Como los chamanes se especializan en el dominio del poder, pueden utilizar las fuerzas de la naturaleza para ayudar a los miembros de sus tribus. Para el chamán, la naturaleza tiene personalidad. Las rocas, las flores, los árboles y los lagos, ríos y mares tienen identidad personal. Se piensa que el cosmos en todas sus partes al igual que en su totalidad, posee conciencia, sentimientos, racionalidad y libre albedrío.  El chamán cree que el mundo del humano y el mundo de la naturaleza en esencia se reflejan entre sí. 

A causa de realidades socioeconómicas generadas en ella o por otros destinos turísticos, la invasión del comercio informal masivo, la corrupción y el crecimiento de la urbe, 12 de las zonas mas importantes del país presentan indicios de ingobernabilidad. Garantizar la libertad religiosa incluye establecer normas jurídicas que impidan la destrucción de los lugares sagrados, ya sean bosques, ríos, o centros ceremoniales donde es necesario se prohíba se transformen en centros vacacionales.  

Estamos lejos de la mentalidad propuesta, así, el estudio del Banco Mundial sobre Pueblos indígenas, pobreza y desarrollo humano en América Latina (1994-2004), realizado por Gillette Hall y Harry Patrinos, pretende usar enfoques de desarrollo 
 homogéneos para luego financiar proyectos y políticas dirigidos a estas comunidades.  El análisis reconoce que los pueblos indígenas no tienen acceso a los indicadores básicos de “desarrollo humano”; con visión monocultural anota la insuficiente presencia indígena en los espacios de la democracia representativa y luego agrega que los cambios legislativos no han producido modificaciones; indígena es sinónimo de pobre. El informe aclara que omite un estudio de las tradiciones culturales porque éstas son cualitativas y, por lo tanto, no se pueden medir. Falta lo fundamental: reconocer en el tema la insuficiencia de enfoques únicamente cuantitativos.

No todos los puntos de vista presentan este tipo de postura. Frente a las carencias de la visión individualista de los derechos humanos, desde la “Cátedra UNESCO” de la U.N.A.M., en colaboración con diversas organizaciones, se ha trabajado el Proyecto de Carta de Derechos Humanos Emergentes, su subtítulo señala la relación directa que este documento tiene con el tema que nos ocupa: los derechos humanos en un mundo globalizado. La Carta Universal de Derechos Humanos Emergentes nace desde la sociedad civil global en los inicios del siglo XXI, con objeto de contribuir a diseñar un nuevo horizonte de derechos que oriente los movimientos sociales y culturales de las colectividades y de los pueblos y, al mismo tiempo, se inscriba en las sociedades contemporáneas, en las instituciones, en las políticas públicas y en las agendas de los gobernantes desde una nueva relación entre sociedad civil global y el poder. 
 Es de destacar el origen del documento: la sociedad civil global; este actor del proceso socio-político está asumiendo su rol con fuerza inusitada.  Además, en el texto, se precisa puntualmente el carácter no exclusivamente individual de los derechos porque se refiere a colectividades y pueblos, sujetos de derecho para el pensamiento teórico actual. Cada derecho es individual, pero  tiene una dimensión colectiva. Se trata de una respuesta al proceso de globalización cuya naturaleza es la desigualdad y la exclusión.

Otro concepto clásico cuestionado es la noción de Estado-nación. Esta idea forma parte del marco conceptual básico del liberalismo político. En el presente existe debilitamiento del Estado-nación acompañado del fortalecimiento del poder financiero multinacional. Un valor defendible es la convivencia entre lo diferente, ante los brotes de racismo, xenofobia, aumento de la migración, donde se victimiza a las personas más débiles.  Todos los hombres son, desde algún punto de vista, iguales y simultáneamente diferentes.  Morin ejemplifica esta realidad señalando cómo todos poseemos la capacidad de tener un lenguaje mientras hablamos lenguas distintas. 
 La Carta expresa una idea similar señalando cómo, por encima de culturas, identidades y lenguas propias, se impone el valor del lenguaje y del diálogo.

Las consideraciones anteriores, previas al articulado, se ratifican al declarar el derecho a la pluriculturalidad,  ya que el mismo: “garantiza el derecho a vivir en un entorno de riqueza cultural, de conocimiento recíproco y respeto mutuo entre personas y grupos de distintos orígenes, lenguas, religiones y culturas. Todas las lenguas, religiones y culturas deben ser igualmente protegidas”. 
 La primera parte del artículo coincide con el pensamiento tradicional, la segunda es innovadora; no se trata sólo de permitir la existencia de lo diferente sino de protegerla. En la tercera parte de este texto, al hablar de un liberalismo moderado, se retomará esta noción.

El “Forum Barcelona 2004” tuvo un área dedicada a la diversidad cultural, al reconocer la necesidad de promoverla como un elemento de riqueza y como una herramienta de prevención y resolución de conflictos. El derecho al reconocimiento y protección de la identidad cultural común reconoce que todo grupo humano y todo pueblo dotado del sentimiento de estar unido por una solidaridad histórica, cultural, religiosa o lingüística, tiene el derecho a ver protegida esa identidad común y a obtener el estatuto colectivo de su elección en el interior de la comunidad política más amplia.  En el mismo foro se estableció que la promoción del derecho a la diversidad cultural ha de poner énfasis en los derechos de los pueblos indígenas y en las personas que los integran, con medidas especiales de reconocimiento a sus características distintivas que les permitan beneficiarse de sus recursos naturales, culturales e intelectuales.  

El enfoque de la Carta de Derechos Emergentes y del Forum de Barcelona coincide con los resultados del Informe de la Comisión Mundial de Cultura y Desarrollo. Para este último documento la cultura afirma la identidad, y además se asegura la obediencia forzada a sus normas incluyendo el castigo para quien no las cumpla, porque dentro de un grupo hay asentimiento, pero también existe el disenso. 

Para Xabier Gorostiaga el mal desarrollo generado por la globalización podría ser sustituido por otro modelo al que llama “geocultura del desarrollo”, una civilización con prioridad en la calidad de vida, la sostenibilidad, la simplicidad, la equidad y la felicidad compartida.  Este desarrollo alternativo es la integración de utopías parciales, múltiples y acumulativas basadas en proyectos endógenos, con una amplia alianza de valores éticos e intereses comunes. 

En la misma vertiente se encuentra el pensamiento del filósofo Raimon Panikkar quien propone se lleve a cabo un “desarme cultural”. Para Pannikar la cultura occidental es beligerante por una serie de actitudes: competir, buscar lo cuantitativo y mecánico, buscar objetos y posponer al arte, la subjetividad y los sentimientos, entre otras.  Esta cultura occidental moderna sobrevalora el progreso, la tecnología, la ciencia, la democracia, el mercado económico mundial, manejando estos conceptos y también manipulando con ellos para obtener objetivos que son acciones, en muchos casos, bélicas. 

En  la actualidad, la noción de desarrollo está unida a la idea de cultura; anteriormente se pensaba que los planes que buscaban este bienestar debían respetar las tradiciones de los pueblos;  en el presente se ve el tema de otro modo, parte del desarrollo es el esplendor cultural de cada comunidad. Ahí aparece la primera impresión: cuerpos con un color, con una vestimenta, piénsese en la mujer mazahua, con su traje típico en los mercados mexicanos, primer anuncio del mundo cultural que hay detrás. En esta imagen, el cuerpo femenino es la expresión más fuerte. La segunda idea que aparece es la presencia de un aspecto físico que, en millones de casos, revela el estado de pobreza e inequidad.

Si se une desarrollo con el concepto de cultura, dentro de ésta aparecerán los roles y jerarquías establecidas por una diferencia de género, así se han encontrado complejas estructuras sociales con una división sexual del trabajo en muchos casos condenable, al tratar a la mujer de manera discriminatoria. Rechazar el mundo financiero globalizado, dedicado a la especulación, no es idéntico a aprobar toda forma de vida tradicional. Cada persona debe tener el derecho a optar dentro de alternativas culturales sin ser castigada por ello, ni verse obligada a renunciar a puestos de trabajo, escolaridad, vivienda, atención a su salud. Esto incluye poder elegir identidades múltiples como ser norteamericano y musulmán o, en el tema que nos ocupa, ser mexicano y no católico. Los grupos herederos de culturas tradicionales mantienen rasgos políticos, culturales y económicos distintos a los de la sociedad dominante. Las estadísticas que incluyen aspectos culturales lo hacen con la mentalidad usual: posibilidad de consumo; por ello miden la cantidad de  libros que se leen, el número de películas u obras de teatro que se ven.  

La identidad cultural está formada por lengua, religión, historia, vestimenta y arte culinario, entre otros aspectos. Cada forma de entender la cultura permite un aspecto de exclusión mediante medidas sobre idiomas, trato a las distintas religiones, disposición del currículo escolar. Para conocer el grado de libertad cultural que tiene una nación se necesitan estudios cuantitativos. La participación parlamentaria de diferentes etnias es fácil de medir, lo mismo el ejercicio del sufragio, pero la libertad de expresión, de movimiento y de organización de minorías sólo puede ser analizada con estudios cualitativos. El Informe sobre Desarrollo Humano 2004 sugiere elaborar un índice de libertad cultural, así éste expresa: 
“Como lo reconoce este Informe, los datos sobre asuntos de libertad cultural son muy escasos, por lo que captar temas como políticas discriminatorias y prácticas sociales, además del alcance de la postergación histórica de la que han sido víctimas los grupos, implica desafíos conceptuales y metodológicos enormes”. 
 
Este es el problema que se presenta en este texto: el pensamiento ético-político necesita otro marco conceptual, diferente del clásico, para hacer compatible la filosofía política –principalmente la que se refiere a una teoría de la justicia– con el estilo de vida cotidiano de las naciones que tienen raíces milenarias.
Liberalismo moderado ante la diversidad

Antes de presentar el pensamiento filosófico-político, se necesita ubicar sobre el tema  dos corrientes opuestas: liberales y comunitaristas.  Para los primeros, los derechos a salvaguardar son, antes que nada, principios derivados de la condición de persona.  Los comunitaristas no insisten en la autonomía humana; un ejemplo lo constituye la actitud antikantiana, propia de Charles Taylor cuando dice:  

Saber quién soy es una forma de conocer a dónde estoy.  Mi identidad es definida por las obligaciones e identificaciones que proporciona el marco u horizonte dentro del cual puedo tratar de determinar, de caso en caso, qué es bueno o valioso, o qué debe hacerse o qué debo aprobar o rechazar. 
 
Esta postura entiende que el pensamiento liberal ha defendido valores que descansan en una noción atomística del individuo, con una destrucción de los lazos culturales de los pueblos. Los derechos humanos serían, aún con buena intención, una imposición más de Occidente. Unos autores comunitaristas se oponen al secularismo, están contra la desvalorización de las cosmovisiones religiosas; otros consideran que el liberalismo, al tener como base los derechos del individuo, justifica el uso y abuso de los recursos naturales e, indirectamente, ampara el predominio de las leyes del mercado, extrapoladas a diversos sectores de la vida.

Frente a los planteamientos anteriores, el pensamiento liberal responde que, si se los acusa de universalizar una postura, la misma actitud tiene el comunitarismo: absolutiza los parámetros morales de las culturas específicas. Privilegiar las creencias de los grupos condujo a las guerras de las religiones. Para  evitar estos conflictos occidente concibió el concepto de tolerancia y respeto por los derechos de las personas. Además, generalmente, en los lugares donde se reclama mantener las costumbres de cada pueblo, por encima de los derechos de los individuos, suelen minimizarse los derechos de las mujeres, los niños, la libertad de expresión, la libertad de culto, la libertad de conciencia y otros derechos básicos.

Para Rawls, padre del liberalismo actual, los derechos humanos no dependen de una concepción filosófica donde la naturaleza humana implica una igual dignidad que inviste de tales derechos, por lo que comenta: “los derechos humanos fundamentales expresan un patrón mínimo de instituciones políticas bien ordenadas para todos los pueblos que pertenecen, como miembros de buena fe, a una justa sociedad política de los pueblos”. 
 Entiende que, desde la Segunda Guerra Mundial, cada Estado tiene facultades limitadas; el derecho internacional tiende a restringir las atribuciones del Estado a declarar la guerra sólo en los casos de legítima defensa, pues no le está permitido legítimamente hacer más; además, es válido que las normas internacionales limiten la soberanía interna de los Estados, cuando se afectan las libertades básicas de quienes allí viven. Lo anterior es un conjunto de planteamientos teóricos, pero si observamos lo que sucede en la realidad, tendremos presente la guerra en Irak, injustificable según el criterio de Rawls, porque no responde a una legítima defensa, además de vivenciar numerosos abusos infligidos bajo pretextos liberales. Otro argumento cuestionador del liberalismo muestra cómo la sociedad democrática moderna se contradice porque, por un lado, proclama que la legitimidad de las decisiones políticas radica en la participación –indirecta, mediante el sufragio– de todos los implicados y, por otro, los involucrados no tienen ninguna participación en la toma de decisiones financieras que repercuten en su vida económica, social y política.

Una vez esbozadas las dos corrientes, es oportuno adelantar que en este texto se asume una postura liberal moderada o, dicho con otras palabras, se parte de los derechos de cada persona, de su autonomía moral y desde ahí se construye; pero  esto no significa que no se vean los peligros ya citados. No se defienden las prácticas morales, propias de cada sociedad, limitadas en el tiempo y en el espacio, como criterio ético. Éste implica una fundamentación racional, una explicación de los motivos por los que se ha hecho la elección, incluyendo las consecuencias teóricas y prácticas de la misma. Por las razones anteriores se ha elegido al liberalismo, dado que desde su seno aparecieron las teorías que permitieron el “fenómeno” de los derechos humanos, parafraseando a Eduardo Rabossi. 
 Dentro de este pensamiento se hablará de una justicia distributiva aplicada en el marco de la globalización y, simultáneamente, respetuosa de las particularidades nacionales y regionales; así como de los diversos patrimonios históricos, culturales y religiosos de los pueblos.

Han existido diferentes concepciones teóricas sobre cómo respetar la autonomía personal. Para unos, los ideales liberales –entendiendo por tales a los derechos fundamentales– son una conquista de la humanidad que no puede permitirse sea perdida y, además, pueden imponerse a los pueblos no liberales. Aquí se ubica al filósofo argentino, profesor de la Universidad de Maguncia, Ernesto Garzón Valdés, quien  ha concebido mecanismos para evitar que un día, dentro de sistemas democráticos, se resuelva derogar las normas que garantizan los derechos básicos. Pero, a pesar de aplaudir el lugar que ocupan los derechos de las personas en el pensamiento de este autor, se considera que Garzón Valdés no es capaz de reconocer la validez de enfoques culturales diferentes del europeo, que tienen una concepción de la relación causa-efecto distinta y que no violan principios éticos que reconocen la autonomía de la persona como agente moral. Es esta diversidad cultural la que fija en nuestro mundo las “circunstancias de la justicia”, para usar la expresión de John Rawls. Garzón Valdés tiene en cuenta estos aspectos, al señalar que

Son estas circunstancias las que deben ser tenidas en cuenta si se aspira a la formulación de principios éticos universales no idealizados, es decir a una moral crítica que pueda ser compartida por los miembros de las diferentes Sittlichkeiten, siempre que estén dispuestos a aceptar criterios mínimos de racionalidad, como los propuestos, por ejemplo, por León Olivé. 

En un texto posterior Garzón Valdés retoma el problema ético de la diversidad cultural. Con gran oportunidad señala algunas confusiones que es necesario aclarar. En primer lugar, la tolerancia no exige aceptar toda manifestación cultural, pues hay conductas éticamente prohibidas aunque sean tradicionales. También hay confusión entre diversidad cultural y enriquecimiento moral, porque existen prácticas que limitan la vida al atentar contra la persona –como la circuncisión femenina–, por lo que concluye que no toda manifestación diferente es deseable. Pero la condena a una forma de vida no puede hacerse tomando como medida los criterios de la cultura de quien censura. 
 

Una segunda opción liberal consiste en aceptar el estilo de vida de cada pueblo, siempre que allí se respeten los derechos humanos. Es la actitud asumida por John Rawls en su derecho de gentes, condiciones que, según el autor, debe reunir toda organización política del presente para ser incluida en la comunidad de naciones. El derecho de gentes es un conjunto de conceptos políticos, principios de derecho, justicia y bien común, similares, aunque más generales, a las ideas presentadas en Una teoría de la Justicia. Al autor le interesa aplicar los principios de la justicia, propios de una entidad nacional, a la comunidad internacional. Para hacerlo analiza los “límites de la tolerancia”. El debate que abrió este pensador justifica su inclusión en el tema que nos ocupa. No toma como referencia conceptual a la justicia distributiva, propia del interior de un Estado soberano formado por ciudadanos, sino que parte de los mínimos exigibles a los pueblos para garantizar que sus miembros tengan la condición de personas, propia del pensamiento de los derechos humanos.

Los dos autores pretenden encontrar una solución con validez universal: Garzón Valdés busca justificar la existencia de una ética por encima de las prácticas locales, en tanto que John Rawls espera encontrar principios de justicia y bien común válidos para cualquier pueblo, como condición previa para ser incluido en la comunidad de naciones. El pensamiento de ambos no es  totalmente coincidente, pues el primero habla desde la ética, mientras que para el segundo el tema está fuera de un estudio filosófico. Él evita este aspecto porque desea encontrar mínimos aceptables por toda persona racional, con lo que, si introduce ideas filosóficas,  el acuerdo sería muy difícil. A pesar de esta diferencia, los dos dejan a un lado  las posturas comunitaristas, así como  los relativismos propios de los multiculturalismos y declaran, explícitamente, que no tienen una visión para ellos etnocentrista, porque los límites que presentan no son propios del enfoque occidental, sino lo mínimo que cualquier postura racional puede admitir. Pero es claro que entienden esto porque para ambos no es posible otra postura; en Garzón Valdés si un pueblo no busca los bienes básicos, aquellos necesarios para desarrollar un plan de vida, es un incompetente básico y su actitud es una muestra de irracionalidad. En Rawls un Estado jerárquico es bien ordenado si incorpora la idea liberal de justicia, no otra idea.

Ambos autores comparten algunas exigencias, como no atacar a otras naciones, además, condenan a los movimientos colonizadores; Garzón Valdés también censura las prácticas genocidas como la conducta nazi y el apartheid; mientras Rawls exige que la expansión de un pueblo sea por vía pacífica, diplomática, comercial u otra similar. No obstante, estos pensadores discrepan en un punto vital: no están de acuerdo sobre quién tiene el poder de decisión para mantener o modificar una práctica tradicional. Para Garzón Valdés las autoridades nacionales tienen la obligación de promover lo que él denomina “homogeneidad”, que consiste en conseguir que los miembros de la sociedad gocen de los derechos que les permiten satisfacer las necesidades básicas; esto es condición de la democracia. Por su parte, Rawls entiende que son los miembros del grupo quienes deben resolver cambiar su estilo de vida o conservarlo; solamente debe exigirse el derecho, garantizado, de discrepar con las autoridades de la comunidad que establecen un estilo jerárquico tradicional. Para  este último autor los miembros de una sociedad jerárquica no son considerados ciudadanos libres e iguales como en las sociedades liberales, pero son los responsables del cambio dentro del grupo social, con lo que existe la posibilidad de escuchar sus voces y, si bien esto no se produce con los mecanismos de las democracias, pueden existir otros métodos propios de esa sociedad. Explícitamente Rawls dice que el gobierno de una sociedad jerárquica tiene la obligación de tomar en serio el disenso y debe responderlo, pero no puede rehusarse diciendo que quienes se expresan son incompetentes. Queda garantizada, así, la posibilidad de modificaciones diversas.  

El tema anterior no está planteado de manera similar en Garzón Valdés. En su enfoque los representantes de las comunidades indígenas “deben estar dispuestos a abandonar” reglas o principios de comportamiento que aumentan su vulnerabilidad. Es  una obligación: deben cambiar; es el deber de dinamización para evitar que las instituciones sean suicidas. Para Garzón Valdés el Estado-nación está por encima de los pueblos. A esta altura de la civilización, cuando esta organización política ha cometido tantos errores, es difícil defender racionalmente su supremacía. La sociedad occidental aceptó la esclavitud, y hasta hace poco tiempo la experimentación con animales, mientras que en el presente se ven a estas conductas como condenables. ¿Qué no estaremos viendo hoy? Esta ignorancia no forma parte del “velo de ignorancia” de Rawls; por el contrario, es parte de lo que sí se debe saber. En el contrato se conoce historia, sociología y psicología, pero se ignora la situación individual dentro del grupo social.  También se debería saber qué es lo deseable para la humanidad, con absoluta certeza y ésta no es la situación actual. Garzón Valdés considera que sabe qué es lo conveniente para las culturas; si ellas no coinciden con su enfoque es porque no tienen capacidad. Éste es un juicio grave e injustificable.

Aunque existen las divergencias anteriores, los dos pensadores concuerdan en exigir que los derechos humanos sean respetados en cualquier forma de vida. Para Garzón Valdés los gobernantes tienen que buscar que todos los miembros de la sociedad satisfagan sus necesidades básicas; de lo contrario se está ante una sociedad indecente.  La misma idea expresa Rawls cuando dice que los derechos humanos son la condición de legitimidad de un régimen para ser jurídicamente decente.  Pero la formulación actual de éstos, aunque los autores analizados piensen lo contrario, está hecha con un criterio que no incluye deferentes cosmovisiones.Hay temas que necesitan ser discutidos,  por ejemplo el sentido de la tierra, incluyendo el derecho a la tierra, que no es lo mismo al derecho a la propiedad privada; las obligaciones y  los derechos comunales; el valor del derecho consuetudinario, que ha sido incorporado como fuente de derecho, pero no se sabe cómo operar con él dentro de numerosos sistemas jurídicos clásicos; así como los diferentes tipos de ciudadanía como la comunal, nacional o la propia de las asociaciones de Estados nacionales. 

Estas diferentes cosmovisiones son parte de la diversidad cultural y ésta no sólo es un hecho, sino que es fuente de amplias posibilidades. Ningún hombre ni ninguna cultura está en posesión de la verdad absoluta. Cada pueblo encuentra algo; hoy se puede crecer mirando a pueblos diferentes que muestren diversas caras de la realidad, teniendo presente que ninguna faz es superior.  

Los planteamientos anteriores conducen a una tercera alternativa teórica. En la primera posición, tratada al comienzo del texto, los ideales liberales pueden imponerse porque son la única forma de vida correcta; en la segunda postura se toleran otros estilos de vida siempre que respeten los derechos humanos básicos; ahora se propondrá dar un paso más: no sólo tolerar  lo diferente sino apoyar, desde la acción del Estado, la continuidad de las formas de vida de minorías étnicas, exigiendo que éstas respeten los derechos fundamentales. 

En el siglo XVIII se proclamó la igualdad de los hombres, al conmemorarse los doscientos años de la declaración francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, quinientos jóvenes de ochenta países de todos los continentes se reunieron para adecuar el texto. Proclamaron la Declaración de Derechos y Deberes del Ser Humano propuesta a la juventud del tercer milenio. Plantearon cómo, después de dos siglos de la declaración revolucionaria, la igualdad de la existencia humana es amenazada en el mundo moderno y de la misma manera peligra la libre expresión de las diferencias. Hablar de sociedad hoy es hablar de igualdad y de diferencias, al referirse a la justicia es indispensable contemplar esta dualidad.

Frente a las preguntas de Rawls escribe Ricoeur que si el derecho busca solamente la convivencia pacífica entre hombres que son “lobos del hombre”, justicia significa equilibrio, es un valor que permite limitar el poder del más fuerte evitando su arbitrariedad. Si por el contrario, los hombres son esencialmente iguales y también son esencialmente diferentes, si unos han recibido mucho y otros poco, entonces la justicia es la virtud de dar y recibir. Ricoeur relaciona los conceptos amor y justicia para evitar que esta última sea solamente un equilibrio instrumental, práctico, que solamente permita la convivencia pacífica. Para que la justicia sea un valor que guíe la acción necesita ser algo más y el autor encuentra ese ‘algo más’ en el amor al prójimo, por ello habla del amor y su estatuto normativo en el discurso. Es oportuno pensar en las distintas maneras de convivencia social porque no todos los estilos de vida tradicionales son compatibles con el pensamiento establecido en los derechos humanos. Se puede defender la justicia como una manera de tener un sistema “seguro” y con esta visión se está lejos del término amor reclamado por Ricoeur. Este autor presenta la desproporción que hay entre una relación amorosa entre hombres y una relación justa. La primera corresponde a la “poética del amor”, donde hay sobreabundancia, don y gratuidad, mientras que la “prosa de la justicia” se fundamenta en una relación lógica de equivalencia. Ambos discursos necesitan unirse para que el amor al prójimo esté incluido dentro de las prácticas justas y la teoría sobre la justicia tenga un fundamento personal más que una relación social de conducta.

El pensamiento ricoeuriano concibe a la estructura social como una red de responsabilidades fundada en lo que cada persona tiene, por ello, quien ha recibido mucho tiene la obligación de dar a los otros. Se trata de entregar y recibir con dependencia mutua, mutuo endeudamiento; este tipo de relación sería la base de la estructura social equivalente al concepto interés desinteresado de Rawls que se da en el contrato original. La persona que ama tiene obligaciones con el otro, ésta es la base de la justicia como valor: un compromiso con los demás, más que una convivencia pacífica que permita solucionar los conflictos. Por ello Ricoeur habló de la ambigüedad de la regla de justicia que oscila desde el proceder desinteresado de agentes sociales que usan la regla aceptada de reparto, hasta el sentimiento de cooperación y reconocimiento de ser mutuamente deudores. Si en la vida comunitaria hay un equilibrio de intereses rivales y nada más, si la justicia no está asociada con el amor, una formulación así es una variedad de utilitarismo, a pesar de toda la oposición teórica a esta doctrina dada desde 1971. Ricoeur presenta dos lógicas –sobreabundancia y equivalencia– y plantea una relación dialéctica entre ambas.  El amor es supramoral y necesita insertarse en la esfera práctica a través de la justicia; ésta requiere de aquel sentimiento para plantear una relación más profunda que el simple utilitarismo. Esta actitud propone insertar la compasión dentro de los métodos procedimentales civiles y penales. El autor dice:

Entonces podemos afirmar de buena fe y con buena conciencia que la empresa de expresar este equilibrio en la vida cotidiana, en el plano individual, jurídico, social y político es perfectamente realizable.  Diría incluso que la incorporación tenaz, paso a paso, de un grado cada vez mayor de compasión y de generosidad en todos nuestros códigos -código penal y código de justicia social- constituye una tarea perfectamente razonable, aunque difícil e interminable. 
 
Se trata de modificar lentamente los códigos, “canales de la justicia” y llenarlos de compasión, lo que significa colocarse en el lugar del otro. Los procedimientos jurisdiccionales tienen ausente la compasión, con frecuencia se reclama la justicia para saciar un deseo interior de venganza con el asentimiento de la sociedad y del Estado.

La justicia en Ricoeur está a medio camino entre dos extremos, ya vimos cómo necesita nutrirse de amor. Esta estructura dialéctica se da también en otro binomio: lo bueno y lo legal.  Estos dos términos también son opuestos, el primero tiene una orientación teleológica y el segundo una concepción deontológica.  Es orientación teleológica porque la justicia es la aspiración de una vida buena, por lo tanto, es un télos. El problema aparece al pretender decir que qué consiste ser justo, no hay acuerdo en las respuestas. En el sistema aristotélico cada virtud es un medio entre un exceso y un defecto, en este caso la pleonexia, vicio de avidez o envidia, y el defecto de no contribuir a las obligaciones de la ciudad.

Pero el planteamiento no es tan simple. El primer problema consiste en averiguar si la justicia rige la distribución de cualquier tipo de bienes en relación con la prosperidad y la adversidad, lo que significa distribuir bienes a compartir y cargas a soportar. Así es el planteamiento de Rawls, pero para Ricoeur antes habría que demostrar que realmente toda sociedad, a través de sus instituciones, distribuye ventajas y desventajas. Esto significa que, al analizar la idea de justicia, hay que partir de la imagen de una sociedad cuyos miembros no sólo quieren vivir juntos sino que, además, tienen un voto de cooperación y reglas de reparto. Dos colorarios se derivan de la idea anterior. En primer lugar, se necesitan instituciones que hagan el reparto y esto distingue la justicia de la amistad la cual carece de mediación institucional. El segundo corolario consiste en darse cuenta que el concepto de distribución planteado por Aristóteles, el medioevo y Rawls puede terminar el debate sobre la relación entre los individuos y la sociedad; la  institución que regula la distribución es más y otra cosa distinta que la adición de individuos, pero no constituye una entidad suplementaria.

Un segundo problema consiste en puntualizar de qué manera debe hacerse la distribución de partes. La igualdad aritmética no presenta dificultades: todos los hombres tienen igualdad ante la ley, casos iguales son incluidos dentro de la misma norma, etc. Pero la distribución de bienes económicos y sociales no se realiza con igualdad aritmética sino con igualdad proporcional. Se trata de la igualdad en una proporción similar a la matemática, igualdad de relaciones (la relación entre la contribución de un individuo y su parte). Ricoeur retoma la relación de amistad, ésta es, en el trato interpersonal, lo que la justicia pensada como igualdad es en las relaciones institucionales, lo cual permite que exista un otro en cada uno y supone la solicitud; además esta justicia amplía la amistad porque la extiende a la ciudad, al Estado, a la humanidad. Nuevamente encontramos otra dualidad: el formalismo imperfecto, teleológico y el formalismo perfecto deontológico. Kant se inclinó hacia lo legal y entendió por ley la disposición jurídica que toma en cuenta el imperativo “Obra de tal modo que uses a la humanidad, tanto en tu persona como en la persona de cualquier otro, siempre como un fin al mismo tiempo y nunca sólo como un medio.”  El mismo Kant en la Metafísica de las costumbres, dijo que muy pocas leyes incluyen el imperativo y por esto acepta que se actúa “conforme con la ley” cuando se han seguido todos lo procedimientos legislativos emanados del cuerpo político; acá se tienen en cuenta los procedimientos de la justicia, estamos ante un formalismo perfecto.

Este formalismo perfecto deontológico exige la ficción del contrato social, Ricoeur expresa: 

Este encuentro entre una perspectiva deliberadamente deontológica en materia moral y la corriente contractualista no tiene nada de contingente.  La ficción del contrato tiene por fin y función separar lo justo de lo bueno sustituyendo en el procedimiento de una deliberación imaginaria todo compromiso previo concerniente a un pretendido bien común.  Según esta hipótesis, es al procedimiento contractual al que se le supone que engendra el o los principios de justicia. 

El autor entiende que hay una gran diferencia entre la autonomía, fundamento de la moralidad y el contrato, base de la concepción deontológico, porque autonomía y dignidad van juntas como realidad de conciencia, mientras que la idea de contrato es una ficción, una hipótesis de trabajo.  

Una cuarta postura teórica merece ser pensada.  Después de la Segunda Guerra Mundial, los derechos humanos pretendieron proteger a  miembros de grupos minoritarios a través de los derechos civiles y políticos básicos, prescindiendo del grupo cultural al que pertenecían. Se pensó que el derecho a la libertad de creencias, la libre expresión y asociación permitían garantizar el desarrollo cultural sin necesidad de que hubiera un tratamiento especial del tema. La Declaración Universal de Derechos Humanos y los sucesivos Pactos permitieron establecer principios válidos en numerosos Estados, donde se establecía la autonomía y dignidad de la persona, pues primaba la idea de igualdad. Al comenzar el siglo XXI la igualdad ya consagrada es importante sea mantenida, pero es insuficiente; se necesita pensar una teoría de la justicia que incluya  las diferencias entre los pueblos de manera permanente, por lo tanto, el Estado tiene la responsabilidad de emprender acciones para conservar la diversidad. El profesor canadiense, Will Kymlicka defiende estas ideas y presenta numerosos problemas que todavía están por resolverse, como los siguientes: ¿qué lenguas deben adoptarse en trámites oficiales e inclusos en los parlamentos?, ¿se deben trazar fronteras internas para que las minorías nacionales sean mayoría en determinadas zonas?, ¿deberían distribuirse los poderes políticos con proporcionalidad étnica o cultural?, ¿se deberían proteger las zonas donde vivieron originalmente los indígenas, de la colonización, la modernización o la explotación de recursos naturales? y ¿qué grado de integración cultural puede exigirse a inmigrantes y a refugiados antes de otorgarles la ciudadanía? 
 El planteamiento de estas preguntas sugiere pensar el problema, lo cual no significa que éstas se respondan afirmativamente; pero es necesario que se analice la realidad latinoamericana bajo otros puntos de vista, porque la diversidad es la situación del continente.

Kymlicka considera que el pensamiento de los derechos humanos no da soluciones a problemas candentes dentro de pueblos multiculturales; entonces habría que partir de ellos. Para  complementarlos con una teoría sobre los derechos de las minorías expresa que “una teoría de la justicia omniabarcadora incluirá tanto derechos universales, asignados a los individuos independientemente de su pertenencia de grupo, como determinados derechos diferenciados de grupo, es decir, un ‘estatus especial’ para las culturas minoritarias. 
 De hecho, así ha sucedido; en 1991 Europa formuló la Declaración sobre los Derechos de las Minorías Nacionales y en 1993 estableció un Alto Comisionado para las Minorías Nacionales; mientras que la ONU tiene en estudio el proyecto de la Declaración sobre los derechos de las poblaciones indígenas. Por esto, el mérito del autor no radica en proponer esta complementación,  sino en explicar cómo coexisten los derechos de las minorías con los derechos humanos y cómo los primeros están limitados por la libertad individual, la democracia y la justicia social. Existen grupos étnicos y nacionales que pretenden ignorar las libertades personales, e incluso suprimirlas en la práctica, pero, en otros casos, el respeto por las libertades de las minorías puede ampliar las libertades de los individuos porque éstas se desarrollan dentro de una cultura. Libertades de las personas significa derechos básicos. Así, es esencial,  dentro del liberalismo, que exista la posibilidad de que cada hombre elija su plan de vida, e incluso que lo vaya modificando a medida que intenta cumplirlo. Detrás de este pensamiento está la postura kantiana, al establecer que la persona no tiene precio sino dignidad. Se  trata del principio de la autonomía. 
 Cambiar lo que se ha propuesto vivir exige otra condición, además de poder elegir: conocer otros puntos de vista sobre la vida buena, ser capaz de examinarlos y poder alejarse del grupo donde se ha vivido, si así se desea. Por esto son derechos básicos el acceso a la educación, la libertad de asociación y de expresión. Con  estos medios se amplía el horizonte vital. Así, cada persona tiene el derecho de cuestionar las tradiciones de su pueblo, puede alejarse del mundo en el que está inmersa y cambiar su estilo de vida. Estos derechos necesitan estar garantizados, aunque la mayoría cuestionará detalles y permanecerá dentro de su nación, pues emigrar tiene un costo muy alto.

El planteamiento anterior reúne dos principios: derecho a elegir la propia vida y conocer otros modelos de vida buena, pero ¿qué hacer con los grupos que no tienen estos puntos de partida? Es posible ignorarlos, combatirlos o ayudarlos a volverse liberales en este sentido. Rawls y Kymlicka apoyan la última opción.  Los estados actualmente liberales no lo fueron en el pasado; por lo tanto, los antiliberales actuales pueden no serlo en el futuro si se convencen de que el cambio los beneficia o, por lo menos, de que permite que algunos sectores vivan mejor, generalmente las mujeres, las castas inferiores y las minorías. Incluso  en sociedades liberales hay derechos que falta garantizar; se trata de un proceso en el que se marcha, ninguna sociedad lo ha concluido; así lo muestran los informes emanados de las Naciones Unidas o comunicados de organismos no gubernamentales, cuando se refieren al respeto por los derechos humanos.

A mediados del siglo pasado, los teóricos que fundamentaron los derechos humanos propusieron que el Estado no interviniera para ayudar a grupos minoritarios, que dejara una evolución natural. Cada estilo de vida puede atraer a nuevos practicantes o, por el contrario, provocar el alejamiento de aquellos que allí nacieron. Proteger prácticas culturales sería innecesario e injusto.  Pero, de facto, no existe tal neutralidad, pues la llamada “omisión bienintencionada ” no es posible porque el Estado privilegia una lengua, un estilo de comunicación, determinadas festividades y símbolos;  aquellas prácticas que no use las pospone.  

Ante la propensión inevitable que tiene el Estado, se justifica balancear estos privilegios con resoluciones que protejan las costumbres de las minorías.  Así, Kymlicka propone se proteja a las culturas con medidas que hagan que la sociedad mayoritaria tenga dificultades en radicar en las zonas donde viven las minorías, por ejemplo, solicitar abundantes requisitos para otorgar residencia, prestar servicios preferentemente en el idioma de la minoría, otorgar derechos de caza y pesca a los nativos.  Establece claramente el principio de igualdad:
            La argumentación basada en la igualdad sólo aprueba los derechos especiales para las minorías nacionales si verdaderamente existe alguna desventaja relacionada con la pertenencia cultural y si tales derechos sirven realmente para corregir dicha desventaja”.
 
Pero el alcance de los derechos de las minorías variará de acuerdo con las circunstancias particulares.

Otro argumento para conceder privilegios a las culturas minoritarias proviene de reconocer  el valor de la diversidad, incluso las mayorías se benefician con la existencia de lo diferente. Como puede observarse, en este razonamiento no se apela a la justicia, como en los casos anteriores, sino al interés. Otros estilos de vida pueden ser adoptados si lo exigen las circunstancias, por ejemplo, el estilo de producción indígena, acorde con el ambiente, puede ser imitado ante la destrucción de las plantaciones industriales. Pero, esto se da cuando los miembros de las minorías se incorporan a la cultura dominante. Con  lo que se ha buscado, a través de medidas proteccionistas, que las personas puedan permanecer dentro de sus grupos originales. Además, es difícil fundamentar medidas gubernamentales que protejan a las culturas minoritarias con base en este argumento, porque para la mayoría el beneficio de tener otros modelos de conducta es ocasional, mientras que el costo es permanente y caro. Kymlicka considera que el precio que pagaría la mayoría sólo es justificable cuando es necesario para “no fomentar las ventajas de los miembros de las mayorías, sino para evitar sacrificios aún mayores a los miembros de la minoría nacional”. 
 

Fuera de beneficiar a las minorías existiría otro tipo de resoluciones que permitiría fomentar la diversidad, por ejemplo propiciar la inmigración desde culturas diversas. También se puede pensar en ubicar a los diferentes grupos culturales que integran un Estado y exigirles que mantengan su estilo de vida. Este tipo de ideas se opone a la esencia del pensamiento liberal, porque está conduciendo el estilo de vida de las personas, en lugar de propiciar la autonomía; se pueden justificar protecciones externas, pero son inadmisibles las restricciones internas. Nos acercamos al problema central:  ¿qué hacer cuando el mismo grupo cultural a proteger limita los derechos de sus miembros?  El Estado liberal no puede beneficiar a sectores que no respetan las libertades civiles y políticas en su vida cotidiana. Esto sucede si la religión es intolerante, si hay exigencia de practicarla o si se discrimina a quien no lo hace, como cuando la niñas no tienen la misma oportunidad de educación que los niños, en  casos en los que los derechos de las mujeres son ignorados. Además, nadie puede ser obligado a vivir como lo hacían las generaciones anteriores; cada persona tiene el derecho de decidir qué parte de su tradición desea perpetuar y qué aspectos no le satisfacen.  

En síntesis, para la solución que se propone, el Estado tiene la obligación de intervenir por una razón de justicia, para igualar las condiciones de los grupos mayoritarios y minoritarios, y no puede favorecer a las minorías en cuyo interior no existan las igualdades básicas o derechos fundamentales.

Conclusiones

Se ha presentado a lo largo del texto un universalismo global fortalecido, principalmente, por los medios de comunicación en red, con noticias “en vivo”, “en el lugar de los hechos”;  visión sostenida por intereses económicos y financieros, a quienes  interesa la homogeneidad porque así producen un solo artículo que pueden vender en todo el mundo. No toda la población mundial participa de este modelo; los millones de personas que viven en estado de pobreza están fuera; intelectuales, miembros de ONGs. y numerosos defensores de la diversidad se han opuesto a los esquemas económicos impuestos a los pueblos.

Frente a esta situación mundial, en parte de Latinoamérica, en la vida cotidiana, se mantienen costumbres ancestrales junto con prácticas informáticas propias del siglo XXI. Esta realidad exige  pensar cómo integrar la vida social dentro de un marco de justicia. No se trata de exigir que la cultura de cada pueblo quede bajo la cosmovisión europea; hoy se da un paso más dentro de un planteamiento de justicia distributiva. El Estado tiene la obligación de proteger a las culturas minoritarias mediante medidas especiales. No es sólo tolerar la diversidad, sino fomentarla. Pero no todo lo tradicional es lícito; existen límites al derecho a la identidad cultural, son los principios generales que protegen los llamados “derechos fundamentales” o derechos humanos, máximas a las que hay que dar un contenido particular en cada caso, porque la respuesta obtenida sólo regirá en un tiempo y un espacio determinados.

En una teoría de la justicia que está en camino de elaboración habría que tener en cuenta los siguientes aspectos:

· Pensar una nueva forma para aceptar o rechazar estilos de vida, partiendo de la dignidad de la persona como agente moral y no por los criterios de quien juzga.

· Partir de una noción realista de hombre en el sentido de apegada a lo que sucede. Incluir a una persona con racionalidad, sentimientos, deseos, irracionalidad, sentido lúdico, etc.; un humano capaz de la “sobreabundancia del don” de la que habla Paul Ricoeur  y también de las crueldades inimaginables como lo planteó Hanna Arendt.

· Aceptar la importancia de lo subjetivo, incluyendo una verdad parcial, propia de un tiempo, un espacio y un momento en la evolución de la humanidad.

· Considerar al otro, espejo de “uno mismo”, fuente de posibilidades y de restricciones.

· Establecer límites: evitar el daño físico, mental, espiritual, con principios generales porque es imposible asir la diversidad en fórmulas.

· Presentar una relación entre los seres humanos donde construir y/o destruir es obra de todos; no existen acciones aisladas, dadas las consecuencias globales de un todo interconectado.

· Presentar el orden social junto con el caos real o posible; pensar lo real bajo el punto de vista de un orden inestable, momentáneo. El caos establece otro equilibrio inestable.

· Esbozar una teoría de la justicia como reparto desproporcional porque desproporcional es el efecto de numerosas consecuencias.

· Ubicar los bienes que permitan que cada persona pueda buscar su felicidad (florecimiento) a su manera, nuevamente la diversidad.

· Partir de un núcleo de derechos humanos básicos que garanticen un estilo de vida donde la persona tenga autonomía, es decir, sea agente moral. Este núcleo a salvaguardar necesita estar acompañado de referencias sobre la particularidad de cada pueblo o, dicho de otra manera, garantizar la diversidad cultural.

· Subrayar el papel de la diversidad física, mental, espiritual y cultural. Simultáneamente, señalar los rasgos comunes a todos los hombres.

· Fomentar la diversidad cultural, no sólo protegerla.

· Establecer límites dentro de la diversidad, condenar las costumbres que impiden los derechos fundamentales.

· Permitir la existencia de identidad múltiple, ejemplo: ser mexicano menonita.

· Plantear la teoría desde un modelo de organización social más amplio que el concepto Estado–nación, incluir la vida de las comunidades culturales en el interior del Estado y  considerar entidades supraestatales establecidas en acuerdos, tratados y pactos supranacionales.

· Incluir junto con los derechos humanos individuales los derechos colectivos de los pueblos .

· Proteger lugares sagrados impidiendo se usen con objetivos diferentes a los tradicionales, por ejemplo, evitar que se conviertan en lugares de transacción mercantil o centros vacacionales.

· Ubicar dentro de la teoría posibilidades y límites del poder económico, porque el mismo propicia, condiciona o limita estilos de vida.

En América Latina es urgente plantear y difundir este nuevo modelo, porque conviven prácticas ancestrales, como las diferentes formas de medicina tradicional –herbolaria, geoterapia– con medicina universitaria alópata, dentro de un sistema con autoridades religioso-políticas locales superpuestas entre ellas, con competencias difusas; regida toda esta multiplicidad por constituciones políticas liberales.  Una teoría que incluye los aspectos citados permitirá que los latinoamericanos piensen su realidad como es, sin imitar soluciones inadaptables porque están concebidas para un único modelo cultural, mientras en este continente prima la diversidad.

Esta visión puede mostrarse en diferentes niveles educativos, donde urge vivir diariamente con lo diferente, lejos de un modelo uniforme impuesto por intereses globales de mercado que necesitan homogeneidad para vender con facilidad.

Finalmente, el principio ético-político de la diferencia necesita ser incorporado con absoluta claridad dentro de la parte dogmática de las constituciones, junto con los principios de igualdad y libertad para garantizar este derecho desde el punto de vista positivo.  
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Resumen

El proceso de globalización ha estado acompañado de un fortalecimiento de las identidades. En el texto se parte de la defensa de los derechos de la persona y de su autonomía como agente moral.  Estos derechos son conquistas éticas a defender dentro de sociedades liberales, y también ante culturas tradicionales.  Se presentan tres alternativas teóricas: primera, imponer los ideales liberales a los pueblos no liberales; segunda, aceptar el estilo de vida de cada grupo siempre que se respeten los derechos humanos; tercera, no sólo aceptar la diversidad, sino también fomentarla; el Estado tiene que proteger a las culturas minoritarias mediante medidas especiales, pero no puede favorecer a las minorías en cuyo interior no existen las igualdades básicas o derechos fundamentales.

Palabras clave: autonomía, cultura tradicional, ética, desarrollo humano, ética, libertad.
Abstract

The process of globalization has taken place along with a strengthening of the idenites.  In the text there is a defense of the rights of the person.  These rights are ethical achievements to be defended inside the liberal societies, and also in traditional cultures.  Three theoretical positions are posed: the first one is to impose the liberal ideals to societies that are not liberal; the second one is to accept the life style of each group whenever they respect the human rights; the third one is not only to accept the diversity, but also to encourage it.  The state has to protect the minorities’ cultures through special policies, but they can’t favor minorities in which there are no basic equity or basic rights.
Key words: autonomy, traditional culture, ethics, human development, freedom.
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